Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 8 minutos) 


La Comisión de Educación y Cultura tiene el gusto de recibir al doctor Carlos Delpiazzo, a 
quien le agradecemos la buena voluntad para venir a asesorarnos y a colaborar con nosotros en el 
estudio de este proyecto de ley. 


Le cedemos la palabra. 
SEÑOR DELPIAZZO.- Muchas gracias. 


Junto con la invitación a concurrir a esta Comisión he recibido dos proyectos relativos al 
acceso a la información pública y al amparo informativo. A uno de ellos lo llamaré proyecto originario - 
que figura en el distribuido 941/06- y al otro lo denominaré proyecto sustitutivo, el que no tiene 
identificación numérica, al menos en el documento que me fue suministrado. 


Quiero señalar, introductoriamente, que el Instituto de Derecho Informático de la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República ya había tenido oportunidad de estudiar y de emitir opinión 
sobre el llamado proyecto originario. Existe una resolución del Consejo de la Facultad del año 2000 
que exhorta a los institutos a examinar aquellos proyectos de interés para cada una de las Cátedras y a 
emitir opinión, a los efectos de que la Facultad y, en su caso, la Universidad también puedan tomar 
posición. 


De manera que voy a dejar en poder de la Comisión el informe que sobre el proyecto 
originario emitió la Sala del Instituto de Derecho Informático, con fecha 30 de octubre y que representa 
no sólo la opinión personal de quien habla, sino de la Sala del grupo docente de este Instituto. Es 
necesario aclarar que no representa la opinión de la Facultad, porque este asunto todavía no ha 
ingresado en el orden del día del Consejo de la Facultad, lo cual seguramente ocurrirá en las próximas 
sesiones. 


Con la entrega de este informe, creo que se hace innecesario abundar en extensos detalles, 
por lo que procuraré ser sintético en la exposición y, por cierto, con gusto estaré a disposición en lo que 
a mi alcance esté responder. 


El informe al que aludo, que concluye en la relevancia de esta iniciativa - 
fundamentalmente en cuanto regula un procedimiento administrativo y una acción jurisdiccional 
específica para el acceso a la información pública- merece, no obstante, una serie de consideraciones 
que en sentido recto pueden calificarse como críticas, pero no en cuanto a cuestionar la finalidad o el 
objetivo del proyecto sino, en todo caso, apuntando a su mejora técnica y, sobre todo, mirado desde el 
punto de vista de su futura aplicación, que es lo que en definitiva se espera de toda iniciativa: que se 
apruebe y que tenga una recta y cómoda aplicación. 


El informe que dejo en manos de la Comisión parte del análisis del encuadramiento de los 
grandes temas que aquí están en juego, continúa haciendo referencia a algunos antecedentes que en 
el Parlamento, incluso, han tenido trámite y discusión con relación a esta temática -especialmente en la 
Cámara de Representantes- y luego ingresa al análisis puntual de las características del proyecto - 
sobre todo, en algunos temas que consideramos de vital importancia- para posteriormente entrar en 
uno que quizás sea más tedioso, pero necesario, que es el del examen artículo por artículo de la 
iniciativa. 


Este proyecto de ley se encuadra dentro de lo que es el principio de publicidad de todas las 
actuaciones administrativas, que no es una novedad ni emerge de aquí, sino que es de raíz 
constitucional. Toda la actuación administrativa es, en principio, pública, por la propia naturaleza que la 
administración tiene. Administrar quiere decir servir, la administración es servicio y la sociedad es la 


servida. Por lo tanto, no sería lógico que la actuación de quien sirve fuera oculta, ni que quien debe ser 
bien servido no tenga la posibilidad de acceder a la información que produce esa administración. 


Llama la atención, sin embargo, que en el proyecto de ley no se haga referencia -salvo en un 
artículo y al pasar- al principio de transparencia, que en realidad es como una superación del clásico 
principio de la publicidad. Personalmente, he tenido oportunidad de escribir en más de una ocasión 
sobre esto y, en mi opinión, la transparencia es más que la publicidad. Publicidad supone dar a conocer 
algo que ya se hizo, mientras que transparencia supone que la sociedad pueda, efectivamente, ir 
conociendo lo que la administración hace mientras lo está haciendo. 


La propia palabra transparencia indica que visualiza a la Administración como si estuviera en 
una vidriera; y es así como debe estar. Si los mecanismos de control funcionaran adecuadamente, esto 
sería más notorio o visible. Incluso, la Ley Anticorrupción dedica un Capítulo a lo que denomina el 
Control Social y este no es posible de ser llevado a cabo en plenitud si no hay transparencia en el 
obrar de la Administración. Reitero que no estoy haciendo un cuestionamiento al proyecto de ley, sino 
que lo que quiero señalar es que, a veces -y en nuestro Derecho Positivo hay muchos ejemplos- 
cuando se define, se ponen límites. Un típico ejemplo en el Uruguay es el de la Acción de Amparo. En 
el pasado, la Acción de Amparo, de cuño jurisprudencial, tuvo una gran amplitud. Inclusive, el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo en algunos casos recogía planteos de amparo que formulaban los 
abogados. Luego se aprobó la ley y esta fue limitativa, porque definió qué era el amparo, cuáles eran 
sus requisitos, etcétera. Esto quiere decir que, en muchas oportunidades, cuando el legislador define, 
introduce límites. Ciertamente, hay oportunidades en las que es imprescindible definir, pero en casos 
como éstos, en los que están en juego derechos y garantías, si el legislador define con gran precisión, 
suele limitar la interpretación evolutiva de la Constitución. 


Esta afirmación del principio de publicidad -y, si fuere posible, del principio de transparencia- 
tiene como correlato el derecho a la información. En el informe se abunda en lo que tiene que ver con 
este derecho a la información desde el punto de vista de su consideración normativa internacional y en 
nuestra Constitución tiene un expreso reconocimiento en el artículo 29. El correlato o la contracara de 
ese derecho es el deber de informar y consiste en dar a cada uno la información que le pertenece 
porque tiene, precisamente, un derecho precedente a ella. 


Consecuentemente, el acto informativo es siempre un acto propio del cumplimiento del deber 
de informar, concepto que la normativa reciente en materia de ética pública respecto a los funcionarios 
públicos lo considera una manifestación del deber de probidad. Es decir que negar información supone 
violentar el deber de probidad y en nuestro Derecho Positivo eso se considera una falta grave. 


Con respecto a los antecedentes de este proyecto de ley, corresponde hacer referencia a las 
iniciativas sobre derecho a la información y acción de “habeas data” que se estudió en la Cámara de 
Representantes en el año 2000 y que también el Instituto de Derecho Informático comentó en su 
momento, dictamen que está publicado en el Tomo ll del Anuario de Derecho Informático. Una de las 
críticas que formuló el Instituto a ese proyecto -y que en esta iniciativa se supera- es el de llamar 
“habeas data” a la acción de acceso informativo. 


Actualmente, en nuestro Derecho -y, en general, en el Derecho Comparado- la acción de 
“habeas data” es el nombre que concretamente se le da a la acción jurisdiccional tendiente a la 
protección de los datos personales. Esa acción hoy está regulada con amplio alcance en nuestro 
Derecho Positivo, más precisamente en la Ley N* 17.838, con una redacción que en parte también 
contribuyó, junto con la Comisión correspondiente de la Cámara de Senadores, a conformar nuestro 
Instituto. Este dictamen está publicado en el Anuario de Derecho Informático, Tomo V. 


En cuanto a las características concretas del proyecto de ley originario -luego haré alguna 
referencia al sustitutivo- encontramos 32 artículos agrupados en cinco partes, no todas identificadas 
con Títulos y números -lo que sería de buena técnica legislativa- y se pueden sistematizar de la 
siguiente manera: Disposiciones Generales, artículos 1% a 12; Procedimiento administrativo de acceso 
a la información solicitada, artículos 13 a 18; Acción de amparo informativo, artículos 19 a 25; 
Responsabilidades, artículos 26 y 27; y Control, artículos 28 a 32. 


Desde el punto de vista material o del contenido, a juicio del Instituto, hay un triple 
señalamiento importante a indicar respecto a las excepciones: con el principio de publicidad, con 
relación al sistema de control que se implementa y con referencia al equilibrio que debe existir entre el 


acceso a la información administrativa y la protección de los datos personales que puedan estar 
contenidos en dicha información administrativa. 


En cuanto al principio de publicidad, como todo principio, es una regla y, por lo tanto, sólo 
admite excepciones por la ley -porque implica una limitación a derechos fundamentales y ello sólo es 
posible mediante el instrumento de la ley- las que deben interpretarse restrictivamente. Ahora bien; el 
artículo 6% del proyecto originario, tras haber explicitado la solución del principio de publicidad, dice: 
“Toda excepción al principio de publicidad de los actos y documentos gubernamentales debe 
establecerse por ley”. Allí, innecesariamente -pero creo que en forma correcta porque, a mi juicio, el 
legislador también debe cumplir una función pedagógica- se señala esta solución. En la medida en que 
están en juego derechos fundamentales, las limitantes deben derivar de la ley. 


El artículo continúa: “El texto de la presente ley de acceso a la información define 
taxativamente las materias que podrán ser objeto de reserva, además de aquellas que cuenten con ley 
expresa a la entrada en vigencia de esta ley”. A renglón seguido, en los demás artículos se habla de la 
reserva de datos personales de carácter sensible, de la reserva por razones de Defensa Nacional y de 
la reserva por razones comerciales o científicas. Salvo esta última reserva, que obedece a motivos 
comerciales o científicos, que no tiene hoy una regulación concreta en nuestro Derecho Positivo, las 
demás manifestaciones de reserva sí tienen estatutos legales relativamente detallados y decantados a 
lo largo del tiempo, como es el caso del secreto militar o la reserva sobre los datos personales y 
sensibles. 


De todas formas, no son estas las únicas hipótesis de reserva que reconoce nuestro Derecho 
Positivo. Piénsese, por ejemplo, en el secreto profesional, en el muy importante secreto estadístico, en 
el secreto tributario o en el bancario, todas manifestaciones de reserva que pueden alcanzar 
administraciones públicas. Piénsese, en ese caso, en el Instituto Nacional de Estadística que, 
justamente, hace de su objeto competencial el manejo de datos estadísticos, la Dirección General 
Impositiva, el Banco de la República Oriental del Uruguay o el Banco Hipotecario del Uruguay, en tanto 
que Bancos. 


Podrían multiplicarse en mucho los ejemplos para ver que hay otros casos de reserva o 
secreto de la información que es también administrativa y que no estaría adecuadamente contemplada 
en este proyecto de ley. Me atrevería a decir que no resulta prudente el criterio de la taxatividad. Por 
ser importante, no debe mirarse a esta temática como el centro de la legislación, es decir, mirar al resto 
del ordenamiento sólo desde este tema, sino desde una perspectiva más amplia y conceptual, máxime 
si se tiene en cuenta que la reserva es siempre de resorte de la ley ordinaria. O sea que la ley ordinaria 
podrá modificar para ampliar, restringir, modificar, etcétera. 


Por eso, creo que sería buena cosa -es lo que recomienda el dictamen del Instituto- que esta 
enumeración taxativa de hipótesis de reserva fuera eliminada y que, tras la solución del principio de la 
publicidad -preferiría que también fuera de la transparencia- se consagraran las hipótesis de reserva 
que la Legislación ordinaria ya prevé o que pueda prever en el futuro, con excepción de la que trata de 
fundamentar razones comerciales o científicas, que hasta ahora no tiene una normativa entre nosotros. 


El segundo gran núcleo temático de preocupación es el que tiene que ver con el sistema de 
control. Adelanto desde ya que creo que está muy mejorado en el proyecto sustitutivo, porque en el 
originario el control del acceso a la información pública se pone en manos de una persona pública no 
estatal. No parece coherente, desde el punto de vista institucional, ni lógico desde el punto de vista de 
la arquitectura institucional, que el control de todas las administraciones públicas estatales, entre las 
cuales están: el Parlamento, el Tribunal de Cuentas, la Corte Electoral -y podría nombrar todos los 
órganos y organismos públicos, ya que no quiero jerarquizar a unos con relación a otros, sino pautar la 
sensibilidad de las informaciones que pueden estar en juego- esté en manos de una entidad no estatal. 


Aquí hay otro problema -el tercero de los señalados- que es la articulación entre el acceso a 
la información pública y la tutela de los datos personales. En el informe que he dejado en manos de la 
Comisión hay una presentación sintética de un panorama de Derecho Comparado de países con muy 
distintos sistemas jurídicos sobre este tema, pero, en general, es frecuente que la misma agencia 
gubernamental que tiene a su cargo la protección de los datos personales sea la que cuide, también, la 
garantía del acceso a la información pública y, por lo tanto, la tutela del equilibrio que debe existir. 


Ahora bien; piensen los señores Senadores cuál es nuestra realidad en este momento. En la 
Ley N*17.838 de 2004 se crea un órgano, una agencia de control en materia de protección de datos 


personales y se ubica en el ámbito del Ministerio de Economía y Finanzas. Ese órgano de control hasta 
ahora no se ha puesto en funcionamiento; ni siquiera se ha cumplido con la obligación reglamentaria. 
El legislador estableció un plazo para esa reglamentación. 


Realmente, habría un verdadero disbalance si se creara una agencia para la tutela del acceso 
a la información pública cuando todavía no funciona ni existe una agencia para la tutela del dato 
personal. Además -de ahí la importancia de comparar con las soluciones de otros países- debería ser 
la misma o tendrían que actuar de un modo muy coordinado entre sí. Allí hay un punto de 
preocupación. 


Finalmente -para no ser fatigoso con los señores Senadores- señalo que en el Capítulo IV del 
informe puesto a disposición de la Comisión, se realiza un análisis particular, artículo por artículo y para 
no ser absolutamente reiterativo me voy a limitar a indicar algunos de los aspectos más importantes, 
sin perjuicio de ponerme a disposición para ayudar en esto ahora o en la oportunidad en que se 
considere pertinente. 


El artículo 1% comienza proclamando ampliamente que “Toda persona física o jurídica tiene 
derecho a solicitar, acceder y recibir información de cualquier órgano perteneciente a la administración 
pública nacional o departamental”. Esta norma tiene un antecedente vigente actualmente, que es el 
artículo 694 de la Ley N*16.736, que garantiza a los administrados el pleno acceso a las informaciones 
de su interés. En este proyecto de ley se plantea una cuestión sobre la que invito a la reflexión y es la 
ausencia de calificación subjetiva al requirente de información. Siempre se ha entendido que para 
acceder a la información administrativa pública hay que tener un interés. Si bien no se califica el tipo de 
interés, sí tiene que declararse uno en particular y debe existir un motivo que justifique lo que se pide. 
Creemos que esto debe ser así, sobre todo cuando en este proyecto de ley se prevé -muy 
acertadamente- un procedimiento administrativo especial y una acción jurisdiccional de garantía. Si no 
hay una calificación de interés, toda persona podría pedir cualquier cosa y se corre el riesgo -se podrán 
imaginar multiplicidad de ejemplos- de que las personas o entidades se sientan con el derecho de pedir 
que la Administración trabaje para ellas. Decimos esto porque, muchas veces, proveer información no 
es simplemente ubicar un expediente por un número en el archivo, fotocopiarlo, autenticarlo y 
entregarlo. Entonces, se podría presentar un periodista, un productor agropecuario o un cualquiera -por 
supuesto que no lo digo como calificación subjetiva- a pedir información seriada. 


Puede suceder que alguien se presente y solicite información sobre qué pasó en tal o cual 
materia entre los años 1930 y 1965 y, en la medida en que no se requiere ninguna explicitación de 
motivos ni acreditar ningún interés, operaría la obligación de informar con un plazo de un procedimiento 
administrativo breve. Por supuesto que comparto que este plazo debe ser breve, porque lo que se 
establece aquí no estaría aplicado al ejemplo absurdo que presenté, sino a aquellos casos de personas 
que se acercan y piden acceso a un expediente que los involucra. 


Sin embargo, estoy tratando de demostrar que la no calificación de una situación subjetiva 
legitimante del pedido podría llevar a que, en definitiva, distintas administraciones públicas se tuvieran 
que poner a trabajar al servicio de quien pidiera lo que quisiere pedir, aunque no tuviera en ello ningún 
interés o que el mismo fuera, incluso, bastardo, porque lo que se busca es utilizar los datos para una 
actividad lucrativa como, por ejemplo, en una consultoría. Lo mismo puede suceder con una 
investigación de tipo periodística que, en lugar de realizarla el investigador, simplemente la ordena, 
porque la Administración pública a la que se le requiere esta tarea tiene la obligación de llevarla a cabo. 
Invito a los señores Senadores a reflexionar sobre esto, porque creo que tiene que haber un motivo o 
interés que justifique el pedido de la información, es decir, que justifique que se es titular, en el caso del 
derecho a la información que, como contracara, promueve el deber de informar. 


Por otro lado, en los artículos 2” y 3% se habla de los organismos obligados. Aquí se utiliza 
una técnica enumerativa muy detallada, que tampoco es conveniente. Bastaría decir que es obligada 
toda Administración pública, sea estatal o no y se evitaría toda esta farragosa enumeración en la cual, 
incluso, se pueden verificar hipótesis de limitación del derecho al acceso. Por ejemplo, en dicho detalle 
se habla de organizaciones empresariales del Estado donde éste tenga participación mayoritaria. 


Ante esto, nos preguntamos: ¿cómo puede controlar eso el administrado o qué quiere decir 
participación mayoritaria? ¿Significa que el Estado tiene más del 50% de las acciones o que aunque 
posee el 20% controla a esa sociedad? Me parece que se generan dificultades innecesarias y que 
bastaría con una enunciación de carácter general y amplio para que quedara claro que el principio de 
publicidad y el de transparencia alcanzan a toda Administración pública. Agregaría que ello es así, 


tanto para las estatales como para las no estatales, porque en nuestro Derecho Positivo existe una 
tendencia que se ha manifestado en las normas anticorrupción y de ética pública, que se extiende 
también a las personas públicas no estatales. 


Los artículos 6% a 10 -a los cuales ya me referí- son los que tratan de la reserva o secreto en 
determinadas materias. 


Los artículos 11 y 12 son novedosos para nuestro Derecho Positivo y, a mi juicio, merecen un 
juicio de valor afirmativo, pues establecen un tiempo para la reserva que está fijado en diez años desde 
su expedición. De todas maneras, creo que habría algún aspecto de redacción para mejorar, pero en 
ese sentido me remito al informe que he dejado en poder de la Comisión. 


A partir del artículo 13 hasta el 19, se regula el procedimiento administrativo de acceso sobre 
el cual, en general, también corresponde realizar un juicio de valor positivo, además de algunos 
comentarios tendientes a aportar sugerencias para el perfeccionamiento técnico de la redacción, los 
cuales están contenidos en el informe. 


Los artículos 19 a 25 regulan la “vedette” -o la que debería ser la “vedette”- del proyecto de 
ley, que es la acción de acceso a la información, que aquí se denomina “acción de amparo informativo”, 
como forma de superar aquella crítica que mereció en su momento la iniciativa sometida a estudio de 
la Cámara de Representantes. Cabe indicar que a veces la doctrina, a este tipo de acciones, las llama 
“Habeas Data improprio”, justamente, para contraponerlo del “Habeas Data proprio”, que es el que 
refiere a la tutela de los datos personales. La técnica que se sigue en este punto es la misma que 
siguió la Ley N* 17.838 en el sentido de tomar algunos aspectos por vía de remisión de la acción de 
amparo. 


Quizás un punto que obliga a la reflexión, sin perjuicio de lo que se detalla en el informe, es 
el que tiene que ver con que, en esta materia, en Montevideo, se hace competente a los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo. Creo que es bueno que los señores 
Senadores tengan presente que toda la Justicia Contencioso-Administrativa en el Uruguay está 
colapsada y que está colapsado el Tribunal de lo Contencioso Administrativo que, en los últimos 
tiempos, dictó más de mil sentencias por año. Si ustedes piensan en mil sentencias distribuidas en 365 
días, suprimiendo sábados, domingos, feriados y Ferias Judiciales, se darán cuenta que el Tribunal se 
ve obligado diariamente a dictar un número muy grande de sentencias, con todo lo que ello implica. 


El hecho de que se haya desglosado de la Ley de Presupuesto la iniciativa del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo para crear Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Contencioso 
Administrativo anulación -tal como lo prevé la Constitución, difiriendo del legislador- constituye un 
motivo de gran preocupación para el Tribunal y para quienes operamos en el sistema. No obstante ello, 
la situación no es menos grave en los Juzgados de lo Contencioso Administrativo -que hay solo dos en 
el país- que, actualmente, tienen el triple de asuntos de los que existían al momento en que fueron 
creados. Debemos pensar, además, que, sobre todo en los primeros tiempos de aplicación de esta 
norma legislativa, se puede producir una avalancha. Es lógico pensar que esto pueda ocurrir, porque 
todos aquellos que no hayan tenido acceso a información a la que se sienten con derecho, al día 
siguiente de entrar en vigencia la ley, van a poner en marcha el procedimiento administrativo. Y si eso 
no hubiere sido satisfecho -ojalá que sí- a los quince días van a estar demandando. No quiero ser 
augur de malas noticias, pero advierto que estamos corriendo el riesgo de que el sistema que se quiere 
montar con la ley -bien inspirado y con objetivos correctos- colapse en la instancia de garantía. Digo 
esto, porque los dos juzgados ya no dan abasto para lo que tienen que atender y menos aún lo darán 
si, como puede presumirse, al menos en la etapa inicial de aplicación de la ley, sucede una avalancha 
de acciones en este sentido, con plazos muy breves para la sustanciación. No lo critico -está muy bien 
que así sea- pero lo señalo desde el punto de vista de la dificultad de esas dos señoras Juezas -ambas 
excelentes Magistradas- y de las pequeñas oficinas en las que se apoyan. 


Quizás, por lo tanto, haya que ir a una solución de carácter más general que contemple a los 
Jueces de Instancia en el interior y a los Jueces de lo Civil que tienen la competencia residual de 
hacienda. Entonces, de alguna manera se podría dar cobertura a esta materia o si no prever la 
creación de Tribunales, aunque sé que esto a veces puede plantear otro tipo de dificultades al 
legislador. No quiero agregar dificultades, sino simplemente señalar alguna que puede llevar a 
neutralizar en lo absoluto el sentido que persigue el proyecto de ley. 


Finalmente, está el Capítulo destinado al Instituto Nacional para la Información Pública, sobre 
lo cual me remito nuevamente a lo ya dicho y seguidamente paso a examinar el proyecto sustitutivo. 
De la comparación con el proyecto originario, precisamente los dos cambios notorios refieren al 
sistema de control y al agregado de las llamadas Disposiciones Transitorias que regulan los archivos 
de los Servicios de Inteligencia Policial o Militar, referidos al período de la dictadura cívico-militar 
comprendida entre el 9 de febrero de 1973 y el 1? de marzo de 1985, normativa que no figuraba en el 
proyecto originario. 


En el primero de los dos agregados que aparecen en el proyecto sustitutivo se introduce la 
figura de un Comisionado Parlamentario para la Información Pública. Sin lugar a dudas, se trata de una 
solución mejor que la de crear una persona pública no estatal. En primer lugar, digo que es mejor, 
porque ubica el control dentro del ámbito estatal y, en segundo término, porque de acuerdo con la 
arquitectura de nuestra Constitución, el último controlador -por lo tanto, el gran controlador- es el 
Parlamento. Por ende, es lógico que existan nuevas manifestaciones orgánicas del control en el ámbito 
del Parlamento. Si se piensa en el control de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, se 
advierte que precisamente el último control es el del Parlamento. A su vez, si se piensa en el control de 
la gestión económico-financiera, se verá que el último control también es el del Parlamento. 


Ya hay un antecedente de existencia de un Comisionado Parlamentario, concretamente el 
que tiene que ver con el Sistema Carcelario, de acuerdo con la Ley N* 17.684. De alguna manera, esta 
iniciativa trasplanta la generalidad de la normativa referida al Comisionado Parlamentario para el 
Sistema Carcelario para este nuevo Comisionado Parlamentario. En el Uruguay no tenemos 
desarrollado un instituto parecido al “dmbudsman” o al defensor del pueblo; quienes han estudiado más 
en detalle esta temática dicen que no adapta bien, no tanto a nuestro sistema jurídico, sino a nuestra 
cultura de tipo latino. De hecho, se ha visto en la práctica que es un mecanismo que funciona muy bien 
en otros sistemas con otras culturas e idiosincrasias. Aquí hay como una especie de embrión o esbozo, 
a los efectos de una materia específica, a través de un Comisionado Parlamentario. Puede ser una 
buena solución; además, esto no “burocratiza” el tema y puede surtir sus efectos en el marco de una 
solución coherente y coordinada con el procedimiento administrativo y con la acción jurisdiccional 
prevista. 


Con relación al segundo tema que aparece en el proyecto sustitutivo, el de los archivos de 
inteligencia policial o militar, confieso que no me queda muy claro el objetivo que se persigue con esta 
normativa. 


Sí queda claro, en el articulado, la preocupación del autor o de los autores por la tutela de los 
datos personales de aquellos que estuvieron involucrados o comprendidos en esa información. Pero 
precisamente es en ese tema -que ya planteé con carácter general- del equilibrio entre la publicidad de 
la información y la tutela de los datos personales, que no termino de ver -quizás pueda ser por 
incapacidad mía; aquí no comprometo al Instituto de Derecho Informático, porque esta iniciativa no fue 
estudiada por este, sino que lo que analizamos en el colectivo fue el proyecto originario- por qué hay 
un período de consulta pública tan largo -un año- para que los eventuales interesados hagan 
referencia a la hipótesis que se prevé, que es la de la supresión de datos personales, cuando luego, 
específicamente en la norma siguiente, se establece que la documentación original intocada -es decir, 
sin la supresión de esos datos- será cursada al Archivo General de la Nación para su depósito. Allí 
cabrá una instancia adicional de consulta futura que, en la filosofía del proyecto, puede ser realizada 
por cualquiera, no por parte de cualquier interesado como dice la ley actual sino, como dije, por 
cualquiera, aunque no invocara ningún tipo de motivo o causal de legitimación. 


De manera que no tengo una opinión que pueda ser categórica respecto a esta normativa, 
porque no entiendo el por qué de exceptuar a esta información del régimen general que prevé la ley, 
que establece que si esta era documentación que por naturaleza debía ser pública, es pública, y si por 
naturaleza estaba alcanzada, por ejemplo, por el secreto militar, ya se han cumplido más de diez años, 
que es el plazo que prevé la norma de esta ley, para que esa reserva cese; esto por una parte. 


Por otro lado, no entiendo qué sentido tiene la supresión de los datos personales si es a los 
solos efectos de esa suerte de consulta pública, porque después al Archivo General se remite la 
información tal cual está, es decir, sin la supresión de los datos personales de los interesados. 


Con estas dos salvedades, y si estas suponen una apreciación correcta del agregado, 
parecería que dicho agregado no es necesario, porque la tutela de los datos personales ya tiene un 


estatuto propio en la Ley N* 17.838 y el régimen de reserva del secreto militar y de su duración están 
establecidos en este proyecto de ley. 


En síntesis, señor Presidente, esto es lo que puedo decir reflexionando en voz alta ante la 
Comisión y, si fuera necesario, quedo a disposición de ella. 


SEÑORA PERCOVICH..- En primer lugar, quiero agradecer el aporte, porque la verdad es que nos va a 
servir muchísimo para estudiar este proyecto de ley, que no es sencillo. Pero, muy concretamente y 
con relación a la definición del principio de publicidad de la información pública, al cual usted agregaba 
la necesidad del principio de transparencia, quiero decir que habíamos recibido la sugerencia del 
doctor Risso en cuanto a la posibilidad de agregar allí mismo otros principios, como el de la privacidad, 
la intimidad y la inviolabilidad de la correspondencia. Es decir, se trata de varios principios que también 
tendrían que estar siendo enumerados. Por lo tanto, me gustaría saber si el doctor Delpiazzo considera 
que es bueno que en ese artículo se agreguen otros principios o que, simplemente, se dejen los dos 
generales a los que hacía referencia. 


Otra consulta tiene que ver con el motivo y el doctor Delpiazzo expresaba que el mismo 
debía existir, es decir que tenía que haber algo que lo justificara. Tanto en las instancias en las que he 
participado a nivel internacional, como estudiando otras legislaciones u oyendo otros ombudsman 
especializados en el acceso a la información de otros países, he podido notar que el tema del motivo 
es algo permanentemente discutido. Es decir, se debate si realmente el acceso a la información como 
derecho debe tener la contrapartida de un motivo. Se trata de un tema complejo que da lugar a 
controversias en cada país en donde se discuten las leyes. Entonces, quisiera que el doctor Delpiazzo 
se extendiera un poco más sobre este punto, ya que en la legislación comparada uno puede ver que 
hay distintas líneas. 


Por otra parte, si bien comparto con el doctor Delpiazzo lo que ha expresado sobre el 
colapso que se genera, quisiera saber qué alternativas se podrían pensar para este tema. Aclaro que 
yo no creo en la avalancha, pues pienso que, dadas las características del grupo que lo trabajó y lo 
presentó, esto es de mucho más interés para los periodistas que para los ciudadanos y estos últimos 
deben aprender que tienen derecho a la información. Como señalaba Delpiazzo, el acceso tendría que 
ser otro, pero estamos acostumbrados al secretismo de la Administración y al no preguntar. Entonces, 
me parece que la necesidad de tener esto tiene que ver mucho más con los investigadores y los 
periodistas. Por lo tanto, quisiera saber qué alternativas habría frente a pedidos demasiado 
voluminosos, es decir, qué otra parte del Poder Judicial podría encargarse de esto. 


Por último, quisiera plantear dos preocupaciones. Por un lado, comparto que el control de 
esto debe tener una figura de este estilo en el Parlamento -no sé si se trataría de un Comisionado o 
una institución de derechos humanos más pluripersonal, etcétera- pero quisiera saber si el doctor 
Delpiazzo entiende que dentro de la propia Institución debería haber algún organismo del Estado que 
se encargara de la organización de los datos, es decir, de marcar pautas de cómo se organizan los 
datos y cómo deben tenerse preparados para la entrega de la información, lo cual implicaría la 
capacitación del funcionariado de todo el Estado. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Con respecto a la primera pregunta -relacionada con los principios generales de 
Derecho- creo que los principios son regla de Derecho “per se”, porque están en la base del 
ordenamiento, son generales -precisamente por su alcance- y no refieren a situaciones particulares, 
sino que son de alto espectro y son de Derecho. Es decir, los principios generales de Derecho no son 
reglas morales o éticas o sugerencias o buenos consejos. La propia Ley Orgánica del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, en el artículo 23, literal A), define el concepto de regla de Derecho, a los 
efectos de la explicitación de la norma contenida en el artículo 309 de la Constitución que usa la 
expresión “regla de Derecho”. Esta ley dice que se considera regla de Derecho todo principio general o 
norma constitucional legislativa, reglamentaria o contractual. A todos nosotros no nos llama la atención 
que la norma constitucional legislativa o reglamentaria sea regla de Derecho, pero en nuestro Derecho 
también es regla el contrato, en un extremo de la cadena y el principio general, en el otro. 


Entonces, los principios generales son regla de derecho y, además, efectivamente vemos en 
la Jurisprudencia que los jueces las aplican con independencia de que estén enumerados o 
enunciados en las normas positivas. Sin embargo, en el objeto pedagógico que también tiene la labor 
del legislador, en muchas oportunidades, se han introducido normas explicativas o explicitadoras de los 
principios generales de derecho. Por ejemplo, el artículo 131 del Texto Ordenado de Contabilidad y 
Administración Financiera -TOCAF- dice que en materia de contratación administrativa y de control, se 


aplicarán los principios de flexibilidad, concurrencia, publicidad, igualdad de tratamiento, etcétera. Pero 
no los define, sino que los enuncia; en cambio, el artículo 1% de este proyecto de ley, leído 
contextualmente con otros -como puede ser el 6”- no enuncia, sino que define y allí es donde me 
parece que se plantea la dificultad. Entonces, no me parece mal que se reitere que la actuación 
administrativa es en principio pública y transparente con respecto a otros principios como pueden ser el 
de inviolabilidad de los datos personales, protección de la privacidad, etcétera; es más, me parece 
muchísimo mejor explicitar la plena vigencia de los principios que definir el alcance de este derecho 
que, en definitiva, como decía anteriormente, puede terminar limitándolo, pues debemos tener en 
cuenta que cuando hay avalancha tanto la Administración como el Juez toman inmediatamente los 
criterios restrictivos, porque son los que les permiten sobrevivir a ella. 


En ese sentido, me parece que no habría ningún inconveniente de que esta norma del 
artículo 1% que encabeza la iniciativa y que, de alguna manera, preside el conjunto de las demás 
disposiciones, reconociera el derecho de todo sujeto a la publicidad y a la transparencia de la 
información pública, sin desmedro de la inviolabilidad de la correspondencia, la protección de los datos 
personales, etcétera. 


Con respecto a la segunda cuestión que la señora Senadora titulaba como referida a los 
motivos, voy a decir lo siguiente. Antes que nada, me quisiera disculpar porque, seguramente, en el 
afán de ser breve no he sido lo suficientemente explícito en dos cosas que merecen ser distinguidas en 
este punto y que el proyecto de ley aborda. Una tiene que ver con la legitimación activa para ejercer el 
derecho a la información y otra se refiere a la explicitación de los motivos por los que se ejerce. 


En el proyecto de ley, de alguna manera, las dos están imbricadas, pero son distinguibles. 
Comparto que el que va a pedir la información no tenga que explicar fundadamente, por escrito, 
verbalmente o de la manera que fuere, los motivos por los cuales la viene a pedir, pero sí me parece 
que tiene que poder acreditar un interés o una acreditación para pedir eso. La señora Senadora se 
refería a los periodistas; ellos, invocando su propio oficio o profesión, tendrían ya esa legitimación para 
el ejercicio de ese derecho y cualquiera de nosotros, habitantes o ciudadanos, con la invocación de la 
titularidad del expediente o de un contrainterés -porque se puede tratar de un vecino con el que 
tenemos un problema, de un contrainteresado en un procedimiento competitivo o de lo que fuere- 
puede acceder a esa información. Pero no se trata de que cualquiera pueda acceder a cualquier cosa. 
Esto último es lo que me parece criticable o cuestionable. 


Creo que tiene que haber una legitimación activa mínima y me parece correcta la que 
actualmente reconoce nuestro derecho en el sentido de que exista un simple interés. No se trata de un 
interés directo, personal y legítimo como establece la Constitución, por ejemplo, para promover la 
acción de nulidad ante el Tribunal de lo Contencioso; no hablo aquí de un interés calificado, pero sí 
tiene que haber un mínimo interés. A su vez, si éste existe, no hay por qué explicitar ningún motivo. 


La tercera cuestión que quiero exponer es la referida a la judicatura competente. En la 
medida en que no se creen más Juzgados de lo Contencioso Administrativo es de tener presente que, 
en el estado actual de cosas, parte de la jurisdicción contencioso administrativa recae en los Juzgados 
de Primera Instancia en lo Civil. En consecuencia, es claro que si la competencia no es de los 
Juzgados de lo Contencioso Administrativo, debería corresponder a los Juzgados Civiles. 


En esto es bueno tener presente que los Juzgados de lo Contencioso Administrativo tienen 
muy mal definida su competencia en la ley y, por ello, permanentemente hay conflictos de jurisdicción. 
Esto obedece a que buena parte de la jurisdicción contencioso-administrativa por lesión de derechos 
está radicada en los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil que, en realidad, son coherederos del 
viejo Juzgado de Hacienda que preveía el artículo 100 del Código de Organización de los Tribunales. 
Tan es así, que la competencia residual de hacienda, la Ley Orgánica de la Judicatura no se la da a los 
juzgados de lo contencioso, sino a los civiles. Por lo tanto, me parece que esto debería encomendarse 
a los juzgados civiles que son muchos más, en orden a distribuir esa carga que eventualmente pudiere 
existir. 


En cuarto lugar, se me consulta sobre la conveniencia de la existencia de un órgano público 
encargado del manejo de los datos y de la capacitación de los funcionarios públicos. En esta materia, 
aunque sea muy poco conocido, es bueno que se sepa que existe una gran cantidad de normas 
referidas a procesamiento y tratamiento de la información pública. Por ejemplo, un tema regulado con 
bastante detalle, es el de los denominados “plazos precaucionales de conservación de la información”, 
que distingue entre aquella información que es efímera y la que es relevante, la que puede tener 


carácter histórico, etcétera. Toda la normativa referida al Archivo General de la Nación desde su 
creación, contiene normas en este sentido y la Oficina Nacional del Servicio Civil tiene alguna 
competencia en materia de capacitación de los funcionarios públicos para el manejo de la información. 
No debemos olvidar que el escalafón administrativo, que es el que reúne mayor número de 
funcionarios en todas las administraciones, está definido como aquél que maneja documentación o 
información administrativa. De manera que, en todos los cursos de capacitación del Servicio Civil - 
desde hace algunos años no estoy vinculado a la Escuela, pero ha sido así históricamente desde que 
se creó la Oficina y debe seguir siéndolo- para el ascenso a administradores superiores, siempre se 
dictan módulos que refieren al manejo de la información. Por cierto que ello puede ser objeto de 
perfeccionamiento, pues tanto desde el punto de vista de la normativa reglamentaria que existe, como 
del de la capacitación, no tengo ninguna duda de que es posible. 


Pero en este proyecto de ley, lo que está en juego, más que el manejo o administración de 
los datos y la capacitación de los funcionarios públicos, es el tema del control. Y termino esto con un 
señalamiento: en la Ley Anticorrupción, reglamentando la Convención Interamericana Contra la 
Corrupción, el Legislador mandó que todos los funcionarios públicos fueran capacitados en materia 
ética. Sin embargo, esto no ha ocurrido nunca; excepcionalmente, en la Facultad de Derecho se han 
dictado algunos cursos de ética profesional y las universidades privadas, por su parte, han asumido un 
protagonismo importante en esta materia, pero no se han tomado medidas con amplio espectro hacia 
los funcionarios públicos. A mi juicio, el tema no es irrelevante, porque la Ley Anticorrupción considera 
determinadas faltas contra la probidad como faltas disciplinarias graves. Entonces, ya no se trata de 
aquello que se enseñaba en Introducción al Derecho de que la ética y la moral estaban incluidas en un 
círculo y el Derecho en otro. Hoy en día esos círculos son concéntricos y el funcionario que asume un 
comportamiento no ético, incurre en una falta disciplinaria sin perjuicio de que, dependiendo de la 
gravedad y tipificación, también puede incurrir en un comportamiento penal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión, agradezco al doctor Delpiazzo el trabajo que ha 
realizado y los comentarios que ha expresado sobre el proyecto de ley que estamos analizando. Sin 
lugar a dudas -y me animo a interpretar a los miembros de la Comisión- su aporte va a ser de gran 
utilidad para los ajustes que seguramente se le harán a esta iniciativa, que es importante y necesaria 
para el país. 


SEÑOR DELPIAZZO.- Muchas gracias y quedo a las órdenes de la Comisión. 


(Se retira de Sala el doctor Carlos Delpiazzo) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


